XIII Congreso de AECPA
Área 4. Gestión pública y políticas públicas
GT 4.2 Gobernanza multinivel y bienes comunes
UN MARCO CONCEPTUAL PARA EL ANÁLISIS COMPARADO DE LAS RELACIONES INTERGUBERNAMENTALES EN LAS POLÍTICAS DE MEDIO AMBIENTE
Juan A. Ramos Gallarín (Universidad Rey Juan Carlos) juan.ramos@urjc.es
Mercedes Alda Fernández (Universidad Rey Juan Carlos) mercedes.alda@urjc.es

Resumen

Las relaciones intergubernamentales constituyen un aspecto de la realidad político-administrativa clave para comprender la dinámica de la acción pública en los sistemas de gobierno multinivel en general y, más concretamente, en el caso del Estado autonómico español. Por otra parte, las políticas medioambientales se encuentran entre aquellas que muestran un componente intergubernamental más claro y relevante. A través del análisis de la literatura en materia de relaciones intergubernamentales y gobernanza multinivel, la ponencia pretende contribuir a la identificación de elementos conceptuales y aproximaciones metodológicas que faciliten el análisis comparado de las dinámicas y los instrumentos de interacción en el terreno de las políticas de medio ambiente en España a nivel subnacional.    
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I. Introducción

Las relaciones intergubernamentales (RIG), entendidas como el conjunto de interacciones que tienen lugar entre responsables político-administrativos que operan en los diferentes niveles territoriales en que se estructuran los estados contemporáneos, constituyen uno de los objetos de estudio de la ciencia política desde hace décadas. El análisis de las RIG es un componente necesario de cualquier intento de comprender y explicar la dinámica de la acción pública en todos aquellos sistemas que presenten un mínimo grado y diferenciación territorial.
Las políticas medioambientales se encuentran entre las que muestran un componente intergubernamental más claro. Su carácter multidimensional y la naturaleza de los temas de los que se ocupan propician que sean varios los niveles de poder político-administrativo implicados y que entre dichos niveles se existan situaciones de interdependencia. El manejo de dichas situaciones de interdependencia por parte de los diferentes actores da lugar a interacciones más o menos pautadas asociadas a los procesos de elaboración y puesta en práctica de las iniciativas que dan contenido concreto a la política.  

La ponencia, que se enmarca en un proyecto de investigación sobre las RIG en el terreno de las políticas del agua en España
, tiene como objetivo contribuir a la identificación de elementos conceptuales y metodológicos para el análisis comparado de las RIG en las políticas de medio ambiente, prestando especial atención a las dinámicas de interacción y los instrumentos desplegados en este terreno a nivel subnacional
. A tal fin se realiza una revisión de la literatura sobre RIG, gobernanza y gobernanza multinivel (GMN), en general y desde un punto de vista comparado. Dicha revisión tiene un carácter selectivo y está orientada en función de los intereses de los investigadores a la vista de los objetivos del proyecto en marcha. A todos los efectos constituye un documento inicial que se somete a discusión con la finalidad de enriquecerlo y hacerlo más útil de cara a la consecución de los fines de la investigación.
El trabajo se estructura en seis apartados, incluyendo esta introducción. El que aparece a continuación está dedicado a presentar brevemente las políticas de medio ambiente como campo para el estudio de las RIG. Le sigue un tercer epígrafe en que se abordan los conceptos de RIG, gobernanza y redes. Los apartados cuarto y quinto se dedican a exponer de manera sucinta distintas cuestiones referidas, respectivamente, a la configuración y los instrumentos de las RIG. En el sexto epígrafe se hace una breve exposición del enfoque y la metodología utilizados en una muestra de investigaciones en materia de RIG.
II. Las políticas de medio ambiente como ámbito sectorial para el estudio de las relaciones intergubernamentales

Con la excepción de las interacciones que afectan a la configuración del propio sistema político-administrativo o a determinadas cuestiones generales de carácter horizontal, como las relativas al diseño del sistema de financiación, el grueso de las RIG se desarrolla en el marco de las diferentes políticas sectoriales. Estas presentan características singulares derivadas de la naturaleza de los temas de los que se ocupan, tienen trayectorias propias e implican a conjuntos de actores diferenciados, que tienen objetivos, controlan recursos, desempeñan papeles y aplican estrategias diversas. Todo ello afecta a las RIG. 

Las políticas de medio ambiente abordan una problemática que se caracteriza por su enorme amplitud, así como por afectar a otros ámbitos de política pública más consolidados (agricultura, ganadería, pesca, industria, energía, obras públicas o sanidad, por ejemplo). Además, los asuntos ambientales plantean cuestiones de carácter político, moral y ético difíciles de tratar, lo que ha contribuido a su relativa marginación por parte de las élites políticas y a su tardía consolidación como política sectorial autónoma y claramente identificable. En la práctica, las políticas de medio ambiente tienden a definirse en función de los problemas concretos que tratan (control de los distintos tipos de contaminación, gestión de residuos, protección de los hábitats naturales, limitación de la pérdida de biodiversidad y reducción del impacto de los riesgos naturales), si bien la noción de desarrollo sostenible ha contribuido a dotarlas de una mayor coherencia conceptual (Benson y Jordan, 2015: 778).

Las políticas medioambientales se ocupan de lo que los economistas denominan un “bien común” y presentan rasgos distintivos en lo que respecta a la distribución de sus costes y beneficios. Así, en relación con recursos como el agua o el aire, los beneficios derivados del uso del recurso están con frecuencia territorialmente concentrados, mientras las externalidades negativas que puedan producirse tenderán a estar más dispersas. En el caso de las iniciativas para la mejora de la calidad ambiental, la situación se plantea a menudo a la inversa: los costes económicos tienden a concentrarse en grupos o individuos concretos (quienes contaminan) mientras que los beneficios se diluyen entre los componentes de un colectivo más amplio. Tanto en el primer caso como en el segundo quienes causan el daño tienen incentivos más claros y condiciones más favorables para mantener sus conductas o resistirse a las medidas que perjudiquen sus intereses materiales a corto plazo (Benson y Jordan, 2015: 779). Esta pauta de distribución de costes y beneficios afecta al modo en que se configuran y operan las redes de gobernanza de dichas políticas, así como a los contenidos de una parte de las decisiones que se adoptan en las mismas (De la Peña, 2012: 142-144).

La naturaleza de los problemas que tratan las políticas medioambientales dota a estas de un fuerte contenido técnico y regulativo. Lo primero contribuye a reforzar la posición de los actores que controlan o están en condiciones de movilizar en su favor más y mejores recursos cognitivos. Lo segundo, conforme a lo planteado por Th. Lowi, contribuiría a hacer de ellas un ámbito de actuación proclive al conflicto entre actores (Benson y Jordan, 2015: 779).
Los problemas ambientales son asimismo particularmente “irrespetuosos” tanto con las fronteras externas de los estados como con sus demarcaciones político-administrativas internas. En algunos casos el fenómeno medioambiental adverso desborda con claridad los límites de un determinado ámbito político-administrativo. En otros, las manifestaciones concretas del problema son locales (y así tienden a ser tratadas por la jurisdicción competente en función de la materia y el territorio), aunque  dichas manifestaciones no sean más que uno de los aspectos de procesos más amplios que afectan a un ámbito territorial mayor. Estas circunstancias obligan a plantearse cuestiones importantes relativas tanto a la escala a la que debe ser abordado el problema como a las posibles consecuencias que el tratamiento puntual de este en una demarcación pueda tener en otras (Benson y Jordan, 2015: 779-780). 

III. Relaciones intergubernamentales, gobernanza y redes
Relaciones intergubernamentales

Como se señaló en la introducción, las interacciones que se establecen entre unidades de gobierno en el marco de estados que incorporan un cierto grado de diferenciación territorial interna en su modelo de organización son objeto de estudio por parte de la ciencia política desde hace largo tiempo. En este sentido, se han realizado un gran número de investigaciones acerca de una amplia variedad de aspectos históricos, políticos, legales, institucionales y fiscales de dichas interacciones. Estas investigaciones se han desarrollado siguiendo una multiplicidad de enfoques (Agranoff, 1990; Krane y Wright, 1998: 1169-1170) y han dado lugar a un bagaje conceptual rico y variado. No obstante, esta diversidad puede ser percibida también como síntoma de la ausencia de un corpus teórico que haya alcanzado el grado de consolidación que se observa en otros ámbitos de la ciencia política. Hasta cierto punto, se podría afirmar que esta situación de insatisfacción tiene un carácter “crónico” (Agranoff, 1991: 481-482; Trench, 2006: 224-226). 
De entre las definiciones de RIG disponibles en la literatura proponemos la siguiente, elaborada por D. Krane y D. S. Wright (1998:1168), como punto de partida: “Las diversas combinaciones de interdependencia e influencia que se establecen entre responsables públicos -tanto políticos como funcionarios- pertenecientes a unidades de gobierno de todo tipo y de todos los niveles territoriales, y que hacen especial hincapié en los aspectos vinculados a la financiación, las políticas públicas y la acción política”. En línea con la anterior definición, la descripción de las RIG suele prestar atención a uno o varios de los siguientes elementos (Wright 1988: 14-26, Krane y Wright, 1998: 1169-1170): número, tipo y características de las unidades de gobierno implicadas; tipos de responsables públicos participantes, número y adscripción de los mismos; percepciones y actitudes de los participantes, pautas de interacción que desarrollan; implicación de los participantes en los diferentes procesos relativos a la formulación e implantación de políticas y programas públicos.

Esta noción general de RIG es amplia y engloba pautas de interacción que pueden ser muy diversas desde el punto de vista tanto de los asuntos concernidos como de los actores implicados. En este sentido, los propios Wright y Krane (1998:1162) proponen el concepto de gestión intergubernamental (GIG) para designar el “proceso de resolución de problemas intergubernamentales en condiciones de elevada incertidumbre y complejidad a través de la creación y la utilización de redes gubernamentales y no gubernamentales”. En un sentido similar R, Agranoff (2007a: 259-275) distingue entre RIG “macro” y GIG “micro”, circunscribiendo esta última a las interacciones que se establecen entre los actores implicados en las decisiones y acciones vinculadas al día a día de los programas públicos. 

  Gobernanza y gobernanza multinivel 
El concepto de RIG aportado por Wright y Krane, centrado en las acciones de los actores estatales, presenta ciertas limitaciones. No cabe duda de que las estructuras políticas formales y las relaciones que se establecen entre quienes las integran son básicas. No obstante, para tener una comprensión cabal de cómo se desarrolla la acción política y las políticas públicas en el contexto actual es necesario considerar una variedad más amplia de instituciones, actores y dinámicas de interacción. En este sentido, el concepto de gobernanza se presenta como un instrumento útil para comprender tanto los cambios en el modo de dar respuesta a los problemas públicos desde el Estado como las nuevas realidades a las que se enfrentan los estados de corte federal en la era global (Clarke, 2007: 58-59), así como para profundizar en el conocimiento de las RIG (Agranoff, 2010: 51). 

D. Levi-Faur (2012: 8-10), analiza los diferentes significados del término “gobernanza” en la literatura politológica. De acuerdo con ello, la gobernanza puede ser contemplada como estructura, como proceso, como mecanismo y como estrategia. En el primer caso la gobernanza designa la arquitectura de instituciones formales e informales presentes en un determinado ámbito. Entendida como proceso se refiere a la dinámica de desarrollo de las políticas públicas, así como a las funciones que tienen como finalidad orientar las mismas. En tanto que mecanismo, la noción de gobernanza hace referencia a los procedimientos institucionalizados de adopción de decisiones y control de las mismas. Por último, entendida como estrategia, la gobernanza se vincula a los esfuerzos que realizan los actores para regir las instituciones y manipular su diseño. A nuestros efectos resultan particularmente útiles las nociones de gobernanza como estructura y como proceso.
También H. G. Frederickson (2005: 282-283, 292-295) constata que el concepto de gobernanza no tiene un único significado en el ámbito de la administración pública. De los cuatro que identifica hay dos que tienen especial interés para nosotros y que son objeto de elaboración ulterior por parte del autor. El primero de ellos hace referencia a la gobernanza entendida como el estudio de las relaciones entre diferentes unidades de gobierno y la participación de terceros (privados) en la implementación de políticas públicas. El segundo se centra en el estudio del poder o la influencia ejercida sobre el Estado por parte de colectivos, de carácter no estatal y no territorial, portadores de intereses públicos.

De acuerdo con S. E. Clarke (2007: 59-60), los procesos de gobernanza tienden a presentar una serie de rasgos característicos que, de manera resumida, podríamos expresar en los siguientes términos: presencia de múltiples actores y partes interesadas, dentro y fuera del ámbito formal del Estado; los actores están ligados por relaciones de interdependencia, tanto en lo que se refiere al control de los recursos necesarios para la consecución de sus objetivos como en lo que toca a sus acciones; existe una tendencia a actuar en el marco de redes de organizaciones que contribuyen a desdibujar las fronteras entre el ámbito público y el privado; el éxito en la acción conjunta depende, en buena medida, de la capacidad para colaborar y alcanzar un nivel adecuado de coordinación, que no se basará tanto en la jerarquía como en el diálogo y la negociación; en función de lo anterior, se hace necesario dedicar una cantidad relevante de tiempo y energía a construir consensos basados en la confianza mutua.   
El concepto de gobernanza multinivel (GMN) también está muy presente en la literatura politológica de las últimas dos décadas y se utiliza con diversos significados (como cuasi-sinónimo de gobierno multinivel y de gobernanza, como variedad de gobernanza, así como para designar las dinámicas de adopción de decisiones y de desarrollo de políticas públicas en el marco de la UE). Además, en cualquiera de estas acepciones, la GMN implica cercanía o incluso identificación parcial con la noción de RIG. 

En el ámbito académico, el concepto de GMN aparece a principios de la década de los años 90 del siglo pasado de la mano de G. Marks, vinculada al estudio de los procesos de adopción de decisiones de política pública en el marco de la construcción europea, tomando como referencia el caso de la política de cohesión. A partir de ese momento el concepto amplía su ámbito de aplicación al análisis de una creciente variedad de procesos y políticas sectoriales, abriéndose además a los debates acerca de los procesos de configuración y transformación del Estado más allá de la realidad concreta europea (Piattoni, 2009; Stephenson, 2013). 
B. G. Peters y J. Pierre (2001: 131-132) proponen, tomando como base los trabajos de M. Jachtenfusch, M. Smith y S. Hix, una definición elemental de GMN según la cual esta haría referencia a los intercambios no jerárquicos, de carácter negociado, que tienen lugar entre instituciones a nivel transnacional, nacional, regional y local. A ello añaden la consideración de las conexiones entre los procesos de gobernanza en cada uno de esos niveles. La GMN, entendida como fenómeno político-administrativo, respondería a la combinación de una serie de factores presentes, en mayor o menor medida, en buena parte de los países analizados: descentralización, “vaciamiento” del Estado, tránsito de un tipo de Estado intervencionista a uno de carácter preferentemente “habilitador”, recortes presupuestarios y crecientes niveles de autoafirmación institucional y profesionalización de los actores político-administrativos subnacionales (Peters y Pierre, 2001:135).
Un buen ejemplo de ese proceso de ampliación en el uso del concepto de GMN al que hicimos referencia anteriormente lo tenemos en un destacado trabajo de L. Hooghe y G. Marks (2003). En él esbozan dos tipos ideales de gobernanza a los que denominan “Tipo I” y “Tipo II”. La gobernanza Tipo I se basa en la existencia de unidades generales de gobierno que, en su conjunto, abarcan la totalidad del territorio considerado y dan lugar a un cierto número de niveles territoriales. Las unidades de nivel inferior están “anidadas” en otras de nivel inmediatamente superior que, a su vez, lo están en las del siguiente nivel, y así sucesivamente hasta agotar el número total de niveles territoriales existentes. Estas demarcaciones territoriales tienen vocación de permanencia, si bien las competencias asignadas a las mismas en relación con las diversas políticas públicas pueden estar sujetas a revisión. La gobernanza Tipo II, en cambio, se fundamenta en la existencia de un número elevado de unidades de gobierno especializadas, que se encargan de un único tipo de servicio o política. El ámbito territorial en que estas operan no es uniforme, de modo que sus “fronteras” se superponen y no cabría hablar, en sentido estricto, de la existencia de un número fijo de niveles político-administrativos. Las unidades de gobierno del Tipo II no tienen una marcada vocación de continuidad en el tiempo y son más flexibles desde el punto de vista de su organización, evolucionando de acuerdo con las demandas que se planteen en cada momento. Cada uno de estos modelos de gobernanza presenta puntos fuertes y débiles y, en la práctica, se combinan de maneras diversas en los diferentes países.
El concepto de GMN, en su acepción más afín al de gobernanza “sin apellidos”, nos interesa desde el punto de vista del estudio de las RIG porque llama nuestra atención sobre la complejidad de los procesos de desarrollo de las políticas públicas en los sistemas democráticos actuales, así como sobre sus transformaciones en las últimas décadas. Más específicamente, la propuesta conceptual de L. Hooghe y G. Marks aporta elementos útiles para el análisis comparado de las pautas de RIG en distintos ámbitos territoriales cuando en ellos predominan diferentes combinaciones de unidades de gobierno que los sitúan más cerca de uno u otro de los tipos ideales antes descritos. Adicionalmente, en la medida en el estudio de las RIG en las políticas medioambientales se desarrolle en el contexto de la UE, resulta necesario tener presentes las características específicas de los procesos de elaboración y desarrollo de políticas públicas en dicho ámbito, esto es, el concepto de GMN en sentido restringido. 
Redes

La noción de gobernanza, entendida como estructura y como proceso, es coherente con la idea de que en la actualidad una buena parte de las iniciativas estatales se desarrolla a través de redes. Expresado en otros términos, las redes serían actualmente el tipo de configuración organizativa y el modo de actuación pública más característico, aunque no exclusivo, en buena parte de los ámbitos de política pública.  
W.J.M. Kickert, E.-H. Klijn y J.F.M. Koppenjan (1997: 6) proponen la siguiente definición de red de política pública: “Patrones de relaciones sociales (más o menos) estables entre actores interdependientes que se configuran en torno a problemas de política pública y/o programas públicos”.
Las redes pueden presentar configuraciones y modos de funcionamiento muy diversos. B. Dente y J. Subirats (2014: 131-138) identifican una serie de variables que nos permitirían caracterizar una determinada red y compararla con otras que operaran en un ámbito territorial o sectorial diferente: amplitud, que viene dada por el número de actores que participan en la red; complejidad, referida a la variedad de actores presentes en la misma; densidad, que depende de la cantidad de contactos que tienen lugar entre sus integrantes y, por último, centralidad, vinculada a la existencia o no de un actor o unos pocos actores que concentren la mayoría de los contactos. A estos rasgos podría ser útil incorporar otros dos: diferenciación interna de la red, referida a la existencia o no de una elaborada “división del trabajo” entre los actores, y grado de formalización, esto es, en qué medida la red es reconocida públicamente como tal por los participantes y está institucionalizada.

El concepto de “red para la gestión pública” (Agranoff, 2007b: ix, 5-8), por su parte, designa una variedad concreta de redes de carácter estrictamente interorganizativo que presentan un grado de formalización relativamente elevado. Estas redes estarían integradas por representantes de organizaciones públicas pertenecientes a distintos niveles de gobierno, así como por miembros de organizaciones privadas, con y sin ánimo de lucro, que guardan algún tipo de relación con el ámbito de política pública en que opera dicha red. Las actividades que se desarrollan a través de este tipo de redes constituyen un esfuerzo deliberado para recabar y coordinar los recursos que controlan los distintos actores a fin de llevar a cabo tareas de planificación, orientación, gestión o control de programas públicos concretos.  
IV. Configuración de las RIG
Las RIG como variable dependiente 

De acuerdo con D. Cameron (2001: 121-124) la configuración de las RIG en un país y en un momento determinados depende del modo en que se combinan e interactúan una variedad de factores de diversa naturaleza: 1) Geográficos y demográficos (extensión y configuración geográfica del país, población y distribución de la misma en el territorio); 2) Culturales (composición racial, religiosa, lingüística y cultural del país, en especial el grado de homogeneidad o diversidad existente en relación con dichas variables); 3) Históricos (fuerza de la tradición y trayectoria política compartida); 4) Constitucionales e institucionales (número, tamaño relativo y grado de asimetría de las unidades de gobierno, carácter parlamentario o presidencial del régimen, tipo de sistema legal, configuración concreta del legislativo y el ejecutivo); 5) Políticos (sistemas electorales y de partidos existentes en los distintos niveles territoriales, grado de centralización o descentralización del sistema político-administrativo), y 6) Circunstanciales (situaciones de amenaza externa o interna). La propuesta de Cameron, que hace abstracción de las condiciones concretas presentes en los diferentes ámbitos sectoriales, facilita la comparación de las RIG entre países, pero también la comparación en el seno de un determinado país cuando este presenta un nivel suficiente de diversidad interna.     
A un nivel micro, tomando como marco de referencia las redes multiorganizativas e intergubernamentales encargadas del desarrollo de las políticas y programas públicos, encontramos las propuestas de estudio de las RIG basadas en el análisis de las situaciones de interdependencia y el control de recursos. 
La evolución de los sistemas políticos democráticos contemporáneos ha conducido a la presencia de fuertes situaciones de interdependencia entre los distintos niveles territoriales de gobierno. A ello han contribuido de manera importante los cambios en el modo de desarrollar la acción pública asociados a la aparición y consolidación del Estado de Bienestar, que han dado lugar a una relativa erosión de la distinción entre los ámbitos político-administrativos nacional y local. En este contexto, el desarrollo de buena parte de las políticas sectoriales tiende a involucrar a una variedad de organizaciones, nacionales y subnacionales, conectadas de manera necesaria en las distintas operaciones que dan contenido a los procesos de formulación y puesta en práctica de los programas públicos (Rose, 1985: 14 y ss.). 

Desde esta perspectiva, el estudio de las RIG es inseparable del análisis de los procesos de movilización e intercambio de recursos que se establecen entre las organizaciones que operan en un mismo ámbito de política pública (Scharpf, 1978: 352 y ss.; Rhodes, 1981: 98 y ss.). En tal sentido R.A,W. Rhodes (1981: 100-101) identifica una variedad de recursos constitucional-legales (competencias y potestades reconocidas por el ordenamiento jurídico), jerárquicos (derivados de la posición de un actor en la estructura organizativa), económico-financieros, políticos (acceso a los procesos de adopción de decisiones en otras unidades de gobierno, control del acceso a otros actores y legitimidad derivada del apoyo de la ciudadanía o de determinados grupo o actores sociales) y cognitivos (basados en la información y el conocimiento experto).  El modo en que se planteen las RIG estará condicionado por la medida en que unas organizaciones dependan de otras, lo cual a su vez variará en función del control que cada una de ellas ejerza sobre los distintos tipos de recursos.

Modelos de RIG
D. Wright (1988: 40 y ss.), partiendo de un análisis exhaustivo del caso de los EEUU, propone y describe tres modelos de RIG (separado, inclusivo y superpuesto) que, dado su nivel de abstracción, pueden ser aplicados al caso de otros países o al análisis comparado, tanto a nivel nacional como subnacional. El modelo separado se corresponde con la lógica de funcionamiento de un sistema político diseñado para reducir al mínimo las necesidades de interacción, con espacios de actuación propios y distintos para cada nivel de gobierno y una distribución de recursos que hace hincapié en el principio de autonomía, entendido en sentido fuerte. Por contraste con el anterior, la lógica de funcionamiento del sistema en el modelo inclusivo responde a la preeminencia del principio de jerarquía, de acuerdo con la cual los niveles territoriales inferiores actúan básicamente como agentes de los niveles superiores. Por último en el modelo superpuesto los distintos niveles territoriales, que no están vinculados jerárquicamente, actúan en áreas funcionales más o menos solapadas, lo que crea las condiciones para el establecimiento de una amplia variedad de interacciones en las que la negociación está presente de manera habitual.
Por su parte, R. Agranoff (2010) describe la evolución de las RIG desde un punto de vista general, sin vincularlo al caso de países concretos, aunque prestando una especial atención a las políticas de bienestar. Así, identifica cuatro grandes etapas que se habrían desarrollado a ritmos distintos en los diferentes contextos nacionales. Cada una de ellas se caracterizaría por la presencia de un paradigma dominante, que opera como marco general de las RIG y supone el recurso preferente a determinados modos de organizar la acción pública. También sería propio de cada una de estas “olas” prestar especial atención a determinados temas (de carácter político o asociados a las políticas públicas), así como el relativo predominio de determinadas pautas de interacción y la presencia de un estilo característico de RIG. Es importante subrayar que, de acuerdo con el autor, las etapas posteriores no reemplazan a las precedentes, sino que suponen la incorporación de nuevos temas, pautas de interacción y mecanismos de relación a los ya existentes, dentro de una lógica general de carácter acumulativo.

La primera “ola”, centrada en los aspectos legales relacionados con la distribución de funciones entre los distintos niveles territoriales de poder político-administrativo, estaría asociada al proceso de construcción de los estados contemporáneos. A esta le habría seguido una segunda, caracterizada por la intensificación de la interdependencia entre el nivel central y los gobiernos subnacionales, propiciada a su vez por las transformaciones socio-económicas que dan lugar al Estado de Bienestar. Es en estos momentos cuando surge y se consolida la noción de RIG en sentido estricto. La evolución posterior del Estado de Bienestar trae consigo la creciente implicación de una amplia variedad de actores no gubernamentales en sus políticas más relevantes, circunstancia que incide de manera importante en las RIG y permite hablar de una tercera fase en la evolución de las mismas. La cuarta, por su parte, reflejaría el impacto que los procesos de globalización y cambio tecnológico acelerado provocan en el funcionamiento del Estado y en el modo de abordar los problemas públicos. En el ámbito de las RIG esto supone prestar una especial atención a la dinámica propia de las redes multiorganizativas y multinivel orientadas al conocimiento que están cada vez más presentes en las distintas áreas de política pública. 
Caracterización de las RIG

C. Colino (2017: 239-242), basándose en trabajos de R. L. Watts, D. Cameron y R. Simeon, identifica una serie de aspectos que facilitan la comparación de las RIG en distintos contextos territoriales y nos permiten hacer una caracterización básica de las mismas. A grandes rasgos podríamos distinguir entre: 1) RIG verticales y horizontales, dependiendo de si las unidades de gobierno implicadas pertenecen a distintos o al mismo nivel territorial; 2) RIG legislativas y ejecutivas, en función de que involucren a responsables o representantes de las ramas legislativa o ejecutiva del Estado en sus distintos niveles territoriales; 3) RIG multilaterales y bilaterales, según el número de unidades de gobierno participantes; 4) RIG formales e informales, dependiendo de si las interacciones se desarrollan o no en el marco de estructuras o procedimientos que están contemplados de manera concreta en el ordenamiento jurídico; 5) RIG consultivas y decisorias, según sea el contenido de las interacciones y el carácter vinculante o no de las conclusiones que se deriven de las mismas; 6) RIG macro, meso y micro, dependiendo del carácter (predominantemente político o técnico) y del alcance (más o menos amplio) de los asuntos que son objeto de consideración. 
Las RIG en el Estado autonómico 
Podemos entender el Estado autonómico español como un sistema que, si bien no se define formalmente como una federación, sí ha adquirido buena parte de los rasgos propios de estas a través de un proceso de evolución “federalizante” (Linz, 1989:269 y ss.; Agranoff, 1993; Agranoff y Ramos, 1997; Moreno, 1997; Máiz, Beramendi y Grau, 2002)
. Un sistema que, además, presenta rasgos asimétricos de cierta importancia (Moreno, 1997; Agranoff, 2005) y en el que la aplicación del principio federal responde al propósito básico de “mantener la unión” entre los distintos territorios (Linz, 1997: 49). 

Desde un punto de vista general, las RIG han evolucionado a medida que lo hacía el propio Estado autonómico, proceso que es necesario contemplar en el contexto de la integración europea. Dicha evolución ha dado como resultado un sistema intergubernamental que, en buena medida, se ajusta a los rasgos propios del modelo superpuesto propuesto por D. Wright, si bien las pautas de RIG presentan diferencias en función tanto de las características de las unidades de gobierno que integran cada uno de los niveles territoriales como del sector de política pública. Las RIG en el Estado autonómico se canalizan a través de una amplia variedad de instrumentos formales e informales que operan en el ámbito de los gobiernos, las administraciones públicas, los parlamentos, los partidos y los tribunales (López, 2006; Colino y Parrado, 2009). 
V. Instrumentos de las RIG
Como hemos señalado en el párrafo anterior, las interacciones pueden canalizarse a través de diversos mecanismos y prácticas. Las distintas combinaciones de instrumentos de RIG reflejarán en parte los rasgos básicos del diseño del sistema político-administrativo pero también las condiciones presentes en el área de política pública así como las preferencias de los actores, sus estrategias y el grado de control que tengan sobre los diferentes tipos de recursos. 
B. R. Opeskin (2001: 130-136) distingue entre mecanismos del ejecutivo, legislativos y judiciales. En la primera categoría incluye los siguientes: acuerdos formales de cooperación; reuniones y contactos informales a nivel político, intermedio y operativo; instrumentos vinculados a la financiación de la acción pública (acuerdos para la coordinación de empréstitos y mecanismos para la distribución equitativa de ingresos entre las unidades subnacionales, incluyendo transferencias intergubernamentales y fórmulas de participación en los tributos federales). Los mecanismos legislativos de RIG comprenderían: fórmulas de reciprocidad, legislación complementaria, legislación “espejo”, aplicación de legislación federal previamente acordada, mecanismos negociados de coordinación de políticas, remisión a instancias superiores y delegación de poderes. Por último, entre los mecanismos judiciales se encontrarían la supervisión judicial de la distribución territorial de los poderes, el establecimiento de principios de interpretación de la legislación y, en su caso, las relaciones entre tribunales vinculados a los distintos niveles político-administrativos. El autor propone además una serie de criterios para evaluar los diversos mecanismos de las RIG desde el punto de vista tanto de la eficacia como del respeto al Estado de derecho, los valores federales, los derechos humanos, las libertades individuales y el cumplimiento de las obligaciones internacionales.

Por su parte, B. Radin (2003: 610-614) identifica una docena larga de instrumentos de RIG que agrupa en cuatro categorías: estructurales, programáticos, conductuales y de capacitación. Los instrumentos estructurales incluyen el diseño o rediseño organizativo, las comisiones y otros mecanismos de coordinación afines, las regulaciones intergubernamentales (y las eventuales iniciativas de desregulación), la transferencia y delegación de competencias (incluidas las que atañen a la obtención de recursos) así como los mecanismos de supervisión. Los programáticos abarcan las transferencias intergubernamentales, el partenariado con actores públicos o privados y las iniciativas de colaboración en torno a programas. En la categoría de instrumentos conductuales encontramos las iniciativas para la prevención y la gestión del conflicto intergubernamental así como aquellas dirigidas a mejorar la comunicación a nivel individual y grupal. Los instrumentos de capacitación, por último, incluyen tanto la investigación en torno a políticas como la difusión de información, las iniciativas de formación y la asistencia técnica.  
Para finalizar, R. Agranoff (2007a: 259-275) aborda este tema partiendo de la distinción entre RIG “macro”, de mayor alcance y a menudo con un componente político más claro, y GIG “micro”, centrada en los procesos cotidianos de desarrollo de programas públicos concretos. En el ámbito de las RIG “macro” encontraríamos: 1) Mecanismos económicos (transferencias, participación en impuestos, préstamos, armonización fiscal e iniciativas vinculadas a la gestión tributaria); 2) Mecanismos legales (regulaciones, acuerdos y fórmulas de armonización); 3) Instrumentos políticos (conferencias de primeros ministros, consejos intergubernamentales y conferencias sectoriales, cámaras legislativas de representación territorial, contactos formales e informales a través de responsables públicos individuales o asociaciones, canales internos de los partidos), y 4) Instrumentos administrativos (acuerdos vinculados a la prestación de servicios, evaluaciones o auditorías de programas, negociación en torno a mecanismos de supervisión y control). Por su parte, los instrumentos de GIG “micro” son entendidos fundamentalmente como “prácticas” o “actividades” que incluirían las conductas dirigidas a maximizar el margen de maniobra de la organización propia, la búsqueda y gestión de información referida a programas, la captación y gestión de recursos para el desarrollo de los mismos así como las  iniciativas dirigidas a reforzar las organizaciones y redes implicadas en su diseño y puesta en práctica.
VI.  Aproximaciones metodológicas
Como señalamos al inicio de este trabajo, el análisis de las RIG ha sido abordado desde muy diversas perspectivas. En el presente apartado haremos referencia a una selección de investigaciones que reflejan diferentes maneras de entender el “qué” y el “cómo” en el estudio de las RIG. Aunque no en todos los casos se centran en las políticas medioambientales, entendemos que cada una de ellas aporta ideas sugerentes para el desarrollo del proyecto que motiva esta ponencia.  
X. Arbós (2009: 26-40) expone lo que, a nuestro juicio, constituye un buen ejemplo de aproximación empírica general al estudio de las RIG entre el Estado central y las CCAA. La investigación se ocupa de las pautas de interacción tanto formales como informales y presta especial atención a los procesos de adopción de decisiones y a la configuración y funcionamiento de los diferentes tipos de mecanismos de relación. Considera cuatro variables independientes: los elementos institucionales, los actores, el contexto político y el sector de política pública. La metodología aplicada incluye el análisis de una amplia variedad de fuentes documentales y de entrevistas semiestructuradas con alrededor de un centenar de responsables vinculados al Estado central y a 7 CCAA. La selección de estas busca asegurar un grado suficiente de diversidad desde el punto de vista identitario, socioeconómico y del color político de los gobiernos.  

Un trabajo clásico en el ámbito del estudio de los procesos de implementación de políticas medioambientales a través de redes es el de R. Mayntz (1978). En él se presta especial atención a los procesos e instrumentos de cooperación y control intergubernamental de carácter vertical y horizontal. A tal fin se selecciona una muestra de redes en tres estados federados de la R.F.A. En una primera etapa, de carácter cualitativo, se llevan a cabo entrevistas con representantes de las unidades o segmentos administrativos con presencia en cada una de las redes. En una segunda etapa, de carácter cuantitativo, se realiza una encuesta mediante el envío por correo de un cuestionario a los integrantes de las mismas. 
También en el terreno de las políticas medioambientales tenemos el trabajo de Scheberle (1997). La investigación lleva a cabo un análisis comparado de las relaciones entre los funcionarios estatales y sus interlocutores a nivel federal en el marco de los procesos de implementación de 5 programas en los E.E.U.U. El estudio hace especial hincapié en las percepciones y actitudes de los actores respecto de sus interlocutores y en relación con el funcionamiento de los programas. La metodología aplicada se basa en la realización de una encuesta mediante un cuestionario remitido por correo a funcionarios estatales y federales con responsabilidades directas en los programas, complementada con entrevistas telefónicas y análisis documental. 

En el campo del estudio de la GIG desde una perspectiva comparada conviene mencionar uno de los trabajos de R. Agranoff (1986). La investigación se desarrolla en el ámbito de los servicios sociales personales y contempla 6 casos en los cuales una variedad de actores públicos y privados, con apoyo federal, ponen en marcha sendas redes para la resolución de problemas de gestión a nivel local. Los casos son elegidos de tal forma que se cubra la mayor variedad posible de situaciones. La investigación, que lleva a cabo un estudio en profundidad del funcionamiento de dichas redes, presta atención, entre otras cuestiones, a las razones que mueven a los actores a embarcarse en iniciativas de resolución intergubernamental de problemas, las diferencias que existen entre los procesos de GIG y los procesos de gestión más convencionales y los factores que están detrás del éxito o fracaso de dichas iniciativas. Se aplica una metodología de carácter cualitativo con análisis documental, observación y entrevistas de campo.
También en el terreno de la GIG, R. Agranoff y M. McGuire (2003) llevan a cabo una investigación cuantitativa y cualitativa que analiza las prácticas de gestión pública colaborativa a nivel local para el caso de la política de desarrollo económico en los E.E.U.U. Presta atención especial a la organización, el funcionamiento y las actividades que llevan a cabo las redes intergubernamentales y público-privadas que se crean en este sector de política pública. Para ello se realiza una encuesta por correo en dos etapas en la que los destinatarios de los cuestionarios son los chief administrative officers de una muestra intencional de ciudades en 5 estados del Medio Oeste. La investigación cuantitativa se complementa con el estudio comparado en profundidad de seis casos, correspondientes a otras tantas ciudades de distinto tamaño y con diferentes modelos de gobierno local que en las encuestas mostraron elevados niveles de gestión colaborativa. Los estudios de caso se basaron en entrevistas semiestructuradas y análisis documental.    
Un tercer ejemplo del estudio de la GIG lo tenemos en otro de los trabajos de R. Agranoff (2007b). En este caso se trata del análisis en profundidad de la estructura, el funcionamiento y los resultados de 14 redes formalizadas que operan en diferentes ámbitos sectoriales. Desde un punto de vista metodológico el autor recurre al análisis inductivo mediante una aplicación de la teoría fundamentada. La información que utiliza procede del análisis documental, la observación y la realización de dos rondas de discusiones guiadas con más de 150 interlocutores pertenecientes a distintas organizaciones de referencia en los distintos niveles territoriales. La investigación conduce a la elaboración final de una tipología de redes. 
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� TRABAJO EN DESARROLLO. POR FAVOR, NO CITAR SIN CONSULTAR PREVIAMENTE A LOS AUTORES


� Proyecto RIGUA (Relaciones intergubernamentales en la política del agua: la interacción ente las CCAA y la AGE en la gestión de la planificación hidrológica), que tiene como investigadores principales a los profesores Alberto de la Peña Varona y Jaione Mondragon Ruiz de Lezana (EHU). Dicho proyecto concurre a la convocatoria de 2017 para la concesión de ayudas a proyectos de I+D+i correspondientes al Programa Estatal de Fomento de la Investigación, Desarrollo e Innovación Orientados a los Retos de la Sociedad. 


� En el ámbito del proyecto de la Comisión Europea COMM/MAD/2016/04-ES28 Transición Energética para la ciudadanía del grupo GLOCALRES en relación a las políticas locales de clima y energía, de los que los ponentes son miembros, y la profesora Alda subdirectora, siendo la directora la Profesora Susana Galera (URJC). (glocalres.com)


�  Porque entendemos que aún no se dispone de conclusiones de investigación suficientemente sólidas al respecto, y también por razones de espacio, renunciamos a considerar en qué medida se ha producido en los últimos años un proceso de recentralización del sistema que haya podido alterar su carácter cuasi-federal. No obstante, somos conscientes de la relevancia que tiene este tema desde el punto de vista del estudio de las RIG. 
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